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INFORME No. 116/12
PETICIÓN 374-97
INADMISIBILIDAD

TRABAJADORES DE LA EMPRESA NACIONAL DE TELECOMUNICACIONES (ENTEL)
ARGENTINA
13 de noviembre de 2012
I. RESUMEN
1. El 20 de octubre de 1997, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por el abogado Panayotis Blanas (en adelante el “peticionario”), en la cual alegó la responsabilidad internacional de la República Federal de Argentina (“Argentina” , el “Estado” o el “Estado argentino”) por presuntamente privar a un grupo de trabajadores
 (en adelante las “presuntas víctimas”) de la Empresa Nacional de Telecomunicaciones (en adelante la “ENTEL”) del pago de la prestación laboral denominada “quinquenios” durante la dictadura militar, con base en la Ley 21.476 que derogó en 1976 la Convención Colectiva de Trabajo No. 165/75 “E”, así como por la falta de regulación de un recurso judicial efectivo a efecto de impugnar la alegada privación.
2. El peticionario alegó que el Estado es responsable por la violación de los derechos contenidos en los artículos 4 (derecho a la vida), 5 (derecho a la integridad personal), 7 (derecho a la libertad personal), 8 (garantías judiciales), 11 (protección de la honra y de la dignidad), 13 (libertad de pensamiento y de expresión), 15 (derecho de reunión), 16 (libertad de asociación), 19 (derechos del niño), 20 (derecho a la nacionalidad), 22 (derecho de circulación y de residencia), 23 (derechos políticos), 24 (igualdad ante la ley) y 25 (protección judicial) en relación con las obligaciones contenidas en los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante la "Convención Americana"). Respecto al cumplimiento de los requisitos de admisibilidad, el peticionario sostuvo que las presuntas víctimas agotaron los recursos internos dentro del plazo previsto conforme al artículo 46 de la Convención Americana.
3. Por su parte, el Estado argumentó que la petición es inadmisible porque las presuntas víctimas no agotaron debidamente los recursos internos y porque los hechos alegados no caracterizan violaciones a la Convención Americana, puesto que la Comisión no puede funcionar como un tribunal de alzada o una “cuarta instancia”. Asimismo, alegó que en el ámbito interno el peticionario nunca especificó a cuáles personas representaba.
4. Tras analizar la posición de las partes, la Comisión concluyó que es competente para conocer el reclamo, pero que el mismo es inadmisible en virtud de los artículos 46.1.a de la Convención Americana. La Comisión decidió notificar el presente Informe de Inadmisibilidad a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual.

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN
5. La petición fue recibida por la CIDH el 20 de octubre de 1997 y le asignó el número P-374-97. La CIDH transmitió al Estado la petición el 19 de abril de 2002, otorgándole un plazo de dos meses para presentar su respuesta. La Comisión recibió el 26 de junio de 2002 la respuesta del Estado, la cual fue debidamente trasladada al peticionario.
6. El peticionario presentó observaciones e información adicional el 6 de noviembre de 2002, el 1º de julio de 2003, el 20 de abril de 2004, el 16 de diciembre de 2004, el 14 de agosto de 2007, el 21 de agosto de 2009, 9 de septiembre de 2009 y el 11 de marzo de 2010. Por su parte, el Estado presentó observaciones e información adicional el 16 de enero de 2003, el 11 de febrero de 2003, el 24 de octubre de 2003, el 4 de diciembre de 2003, el 10 de marzo de 2010, el 17 de marzo de 2010 y el 4 de octubre de 2011. La información adicional y observaciones presentadas fueron debidamente trasladadas a cada una de las partes.
7. Finalmente, el peticionario informó que estaba dispuesto a llegar a un acuerdo de solución amistosa con el Estado. Sin embargo, el Estado sostuvo que no correspondía aceptar el pedido de solución amistosa.

III.
POSICIONES DE LAS PARTES
A. Posición del peticionario
8. El peticionario sostuvo que a las presuntas víctimas les fue privado recibir el pago de los quinquenios
 al aplicarse la Ley 21.476 del 10 de diciembre de 1976 durante la dictadura militar, la cual “determinó que los beneficios contenidos en Convenciones Colectivas de Trabajo superiores a las Leyes de Contrato de Trabajo Nos. 20.774 y 21.297 quedaban derogados”. Alegó asimismo que después de haberse reactivado la democracia en Argentina en 1983, las presuntas víctimas no contaron con un recurso efectivo a efecto de reclamar los denominados “quinquenios” referidos en la Convención Colectiva de Trabajo No. 165/75 “E” aplicable a los trabajadores de la ENTEL, una empresa perteneciente en su totalidad al Estado Nacional.
9. Afirmó que al dictarse la Ley 21.476 el 10 de diciembre de 1976, fueron suspendidos los pagos de los quinquenios durante la dictadura militar. Indicó que los interventores militares designados vía Ministerio de Economía aplicaron parcialmente el artículo 2 inciso a) de la Ley 21.476 hasta el 31 de diciembre de 1979
, ya que hasta dicha fecha y conforme a diversas resoluciones fueron abonados los quinquenios con otras denominaciones (“compensación especial” o “gratificación extraordinaria”) a diversas personas que egresaron por jubilación por invalidez u ordinaria. Sin embargo, indicó que del 1º de enero de 1980 hasta el 30 de junio de 1986, no fueron abonadas dichas prestaciones al aplicarse plenamente dicha ley.

10. Indicó que a partir del 1º de julio de 1986, entró en vigor un acta firmada entre la ENTEL y la Federación de Obreros y Empleados Telefónicos de la República de Argentina y se reanudó el pago de los quinquenios, sin perjuicio de los derechos que acuerda el artículo 66 del Convenio Colectivo de Trabajo No. 165/75 “E” a quienes no los cobraron con anterioridad. Finalmente, afirmó que la ENTEL fue privatizada el 7 de noviembre de 1990 y con las nuevas empresas privadas de telecomunicaciones fueron firmados nuevos convenios colectivos de trabajo que mantuvieron el pago de los quinquenios.

11. Alegó que la Ley 21.476 era nula absolutamente, puesto que fue dictada durante el periodo comprendido entre el 24 de marzo de 1976 y del 9 de diciembre de 1983, cuando en Argentina la Constitución Nacional no estaba vigente y, por lo tanto, el Estado de Derecho. Asimismo, argumentó que el artículo 36 de la Constitución Nacional de Argentina viola los derechos contenidos en los artículos 1, 2, 4, 5, 7, 8, 11, 13, 15, 16, 19, 20, 22, 23, 24 y 25 de la Convención Americana, así como el contenido del artículo 27 de dicho tratado internacional, al no permitir revisar lo actuado por el gobierno de facto durante el periodo mencionado, como por ejemplo, la Ley 21.476 y los actos jurídicos en aplicación de ésta.
12. Respecto al agotamiento de los recursos internos, el peticionario sostuvo que el Estado no adoptó legislación interna que regulara una acción que permitiera declarar la nulidad de la Ley 21.476, en tanto que ésta “afectó el derecho al cobro de los quinquenios de las 2,025 personas” que representa. Argumentó que con motivo de dicha ley a sus representados no se les abonó dicho beneficio, el cual se les debía entregar al egresar de la ENTEL por jubilación ordinaria, invalidez o por fallecimiento.
13. Alegó que conforme a la Ley de Procedimientos Administrativos No. 19.549, reformada por Ley No. 21.688, las presuntas víctimas agotaron la vía administrativa al presentar cartas documento a la ENTEL, dado que dicha ley era obligatoria y era aplicable a las empresas del Estado en liquidación como sucede en el presente caso. Señaló que conforme a los convenios celebrados con las empresas privadas, éstas asumirían únicamente “todas las obligaciones y deudas que con relación al personal transferido también correspondían a ENTEL, por la prestación de trabajo posterior a la toma de posesión, de no haberse efectuado la trasferencia” y, dado que todas las deudas de la ENTEL fueron asumidas por el Estado Nacional, indicó que las acciones fueron dirigidas al Estado Nacional. Respecto al rechazo de las cartas documento por la ENTEL, el peticionario expresó que la administración pública “obró con violencia” en los términos de la Ley de Procedimientos Administrativos No. 19.549
.
14. Sostuvo que, como la vía administrativa no prosperó por considerarse improcedente, tuvo que intentarse la vía judicial, por lo que las presuntas víctimas demandaron al Estado Nacional a través de un juicio contencioso administrativo, debido a que el Estado Nacional asumió el pasivo de la ENTEL en virtud de la Ley No. 23.696.
15. Respecto al juicio contencioso administrativo, el peticionario informó que el 30 de junio de 1995 presentó un escrito sumario ante el Juzgado Nacional Contencioso Administrativo Federal No. 10, Secretaría No. 19, conforme al artículo 25 de la Ley No. 24.447 y el Decreto del Poder Ejecutivo Nacional No. 825/95 que estableció como fecha de caducidad el 30 de junio de 1995, a efecto de que en términos del artículo 322 del Código de Procedimientos Civil y Comercial de la Nación cese “el estado de incertidumbre en que se encuentran los actores frente al Estado Nacional –Empresa Nacional de Telecomunicaciones en liquidación-”. Afirma que el 15 de agosto de 1995 fue notificada la resolución del 8 de agosto de 1995 por la cual el tribunal administrativo se declaró incompetente y remitió las actuaciones a la justicia nacional laboral.

16. Afirmó que contra la resolución del 8 de agosto de 1995, las presuntas víctimas presentaron el 30 de agosto de 1995 un recurso de apelación, el cual fue rechazado por extemporáneo por resolución del 10 de abril de 1996, notificada el 22 de abril de 1996. Respecto a dicho rechazo, el peticionario alegó que el recurso fue interpuesto ante el Juzgado Nacional Contencioso Administrativo Federal No 10, Secretaría No. 19 hasta el 30 de agosto de 1995, dado que éste se encontraba de feria, por lo que conforme a la legislación interna no debieran haberse contado los plazos procesales de vencimiento y haberse decloarado extemporáneo.
17. Respecto a la vía laboral, el peticionario indicó que el 10 de septiembre de 1995 le fue notificada la resolución del 25 de septiembre de 1995 que rechazó in limine la acción interpuesta ante la justicia laboral. Agregó que conforme a dicha sentencia “los actores tienen a su disposición el juicio ordinario para formular su pretensión de condena contra ENTEL incluida la nulidad institucional requerida”. Respecto a esta afirmación, el peticionario sostuvo que esta acción contra la ENTEL no era viable de forma independiente del Estado Nacional, dado que éste último asumió el pasivo de la ENTEL a la fecha de su privatización. Contra la resolución del 25 de septiembre de 1995, el peticionario presentó recurso de nulidad el cual fue rechazado in limine por resolución del 20 de octubre de 1995.

18. El peticionario señaló que las presuntas víctimas presentaron recurso de queja ante la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, Sala IV, contra la apelación denegada por el Juzgado Nacional Contencioso Administrativo Federal No 10, Secretaría No. 19. Afirmaron que el recurso de queja fue rechazado por resolución del 18 de junio de 1996 del tribunal laboral
. Asimismo, indicó que presentó ante la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, Sala IV un recurso extraordinario a resolverse por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, el cual fue rechazado por resolución del 18 de noviembre de 1996. Finalmente, indicó que las presuntas víctimas presentaron un recurso de queja ante la Corte Suprema de la Nación contra la denegatoria del recurso extraordinario, cuyo rechazo fue notificado el 21 de abril de 1997. El peticionario alegó que con la presentación del recurso de queja ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, las presuntas víctimas agotaron los recursos internos, y sostuvo que presentó la petición ante la Comisión antes del vencimiento del plazo de seis meses referido en la Convención Americana.

19. Respecto al nombre y número de presuntas víctimas que el peticionario representa, el peticionario adjuntó un listado recibido el 21 de agosto de 2009 por la CIDH. El peticionario afirmó que dicho listado contiene a las personas que representa y que en el mismo aparece la persona pensionada o, en su caso, el heredero si ésta hubiera fallecido. Asimismo, informó que la presunta víctima identificada como Juana Teresa Sícolo había fallecido sin dejar herederos, por lo que ya no figuraba en el listado anexado.
B. Posición del Estado
20. El Estado alegó la inadmisibilidad de la petición presentada. Respecto al agotamiento de los recursos internos, el Estado sostuvo que los recursos idóneos a presentar por las presuntas víctimas a efecto de agotar los recursos internos: i) era la vía laboral, si se trataba del reclamo del pago de la alegada deuda que tendría el Estado, la cual, conforme a la “ultractividad” de los Convenios Colectivos de Trabajo y el plazo de prescripción previsto en la ley, debía ejercitarse dos años después de restaurada la democracia, es decir, en 1985 conforme a los criterios jurisprudenciales de los tribunales internos; y ii) era el juicio ordinario, si deseaban obtener la declaración de nulidad institucional que pretendían, a través del cual debían pedir la nulidad de la ley o las leyes que afectaban los derechos de los reclamantes, cuya vigencia caducó al reestablecerse la democracia.
21. Respecto a la vía laboral intentada, el Estado agregó que las presuntas víctimas ignoraron el texto del artículo 256 de la Ley del Contrato de Trabajo No. 20.744 de 1976, el cual prevé que “prescriben a los dos (2) años las acciones relativas a créditos provenientes de las relaciones individuales de trabajo y, en general, de disposiciones de convenios colectivos, laudos con eficacia de convenios colectivos y disposiciones legales o reglamentarias del Derecho del Trabajo”, así como el texto del artículo 257 que señala que “sin perjuicio de la aplicabilidad de las normas del Código Civil, la reclamación ante la autoridad administrativa del trabajo interrumpirá el curso de la prescripción durante el trámite, pero en ningún caso por un lapso mayor de seis (6) meses”. Conforme a dichas disposiciones en conjunción con el hecho de la “ultractividad” de los Convenios Colectivos de Trabajo, las presuntas víctimas debieron reclamar los adeudos dos años posteriores a la restauración de la democracia en 1983 y no presentar hasta 1995 una acción meramente declarativa como la intentada a través del escrito sumario presentado el 30 de junio de 1995 ante el tribunal contencioso administrativo y posteriormente remitido a la justicia laboral.
22. El Estado agregó que, en caso de que se considerara que la vía administrativa era la procedente y no la laboral, la Ley No. 11.672 estableció en su artículo 51 que el 30 de junio de 1995 caducaban los derechos y prescribían las acciones para peticionar créditos contra el Estado Nacional o cualquiera de los entes comprendidos en la Ley No. 23.982. Respecto a esta cuestión, el Estado argumentó que las cartas documento presentadas en 1995 por el peticionario ante el ENTEL no cumplían con las formalidades indispensables para considerarlas reclamos administrativos y ser admitidas, toda vez que, además de no precisar la fecha a partir de la cual se formulaba el reclamo ni estar identificadas las personas representadas por el peticionario ni el monto de lo reclamado, el contenido de la pretensión era indeterminado. Asimismo, el Estado sostuvo que por dichos motivos estas cartas documento no podían interrumpir la prescripción.

23. Alegó que el rechazo de las cartas documento por parte de la ENTEL no podría considerarse un acto administrativo a efecto de que procediera el recurso de reconsideración conforme a la Ley de Procedimientos Administrativos No. 19.549, dado que, como lo señaló la ENTEL no surgía “claro lo que se reclama, el derecho invocado en dicha pretensión, como así tampoco en representación de quiénes se remite. Si bien el derecho administrativo es básicamente informal en sus presentaciones, esta excusación se refiere únicamente a sus requisitos formales, excediendo la misiva el marco de dicha característica”. Además, el Estado agregó que por ningún motivo podía accederse a la vía recursiva sin que previamente existiese un acto administrativo a favor o en contra de su pretensión en términos de la Ley de Procedimientos Administrativos No. 19.549 y sostuvo que en el presente caso ese acto administrativo fue inexistente.
24. Respecto a la acción contenciosa administrativa intentada el 30 de junio de 1995, el Estado sostuvo que el peticionario interpretó unilateralmente que estaba agotada la vía administrativa al haber sido rechazadas las cartas documento sin subsanar la situación y sin agotar los recursos administrativos que eran procedentes, por lo que no podría considerarse por ningún motivo que el Estado le impidió la apertura obligatoria de la vía contenciosa administrativa y mucho menos que obró con violencia. En este sentido, el Estado consideró que las presuntas víctimas agotaron indebidamente los recursos internos.
25. Respecto al agravio relativo al artículo 2 de la Convención Americana y la pretensión de que fuera declarada la nulidad de la Ley No. 21.576, el Estado precisó que el artículo 36 de la Constitución Nacional, lejos de impedir la revisión de los actos de la dictadura militar propendió a que la “teoría de las nulidades implícitas” se hiciera una realidad a partir de que se trataba de actos emanados de los usurpadores del poder y, en este sentido, sostuvo que las normas dictadas durante el gobierno militar fueron explícita o implícitamente derogadas por el gobierno democrático, lo que aplica a la Ley No. 21.576. Alegó que si el objetivo era declarar la nulidad de dicha ley, las presuntas víctimas debieron recurrir a la vía ordinaria, no a la laboral o la contenciosa administrativa, a efecto de que conforme a los procedimientos constitucionales se cumpliera su propósito.
26. El Estado alegó que lo que en realidad pretendía el peticionario era que la Comisión se constituyera en una “cuarta instancia”, dado que no aceptó lo resuelto por el Juez del Trabajo quien resolvió que las presuntas víctimas debían intentar la vía ordinaria para obtener la nulidad de todas las normas dictadas entre 1976 y 1983. En consecuencia, el Estado solicitó a la Comisión que declarara la inadmisibilidad o el archivo de la petición.
IV.
ANÁLISIS DE ADMISIBILIDAD

A.
Competencia ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci de la Comisión

27. El peticionario está legitimado para presentar una petición ante la Comisión conforme a lo previsto en el artículo 44 de la Convención Americana. La petición señala como presuntas víctimas a personas individuales con respecto a quienes el Estado ha asumido el compromiso de respetar y garantizar los derechos reconocidos por la Convención Americana. En cuanto al Estado, la Comisión toma nota de que Argentina es un Estado parte de la Convención Americana desde el 5 de septiembre de 1984, fecha en que depositó su instrumento de ratificación. Por lo tanto, la Comisión posee competencia ratione personae para examinar la petición.
28. La Comisión posee competencia ratione loci para considerar la petición, ya que en ésta se alegan violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana ocurridos dentro del territorio de un Estado parte de la misma. La CIDH posee competencia ratione temporis puesto que la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana regía para el Estado a la fecha en que se afirma que ocurrieron las supuestas violaciones de derechos alegadas en la petición. Finalmente, la Comisión posee competencia ratione materiae porque en la petición se aducen violaciones de derechos humanos protegidos por la Convención Americana.
B.
Otros requisitos de admisibilidad

1.
Agotamiento de los recursos internos
29. A efectos de que un reclamo sea admitido por la presunta vulneración de las disposiciones de la Convención Americana, se requiere que ésta cumpla con los requisitos establecidos en el artículo 46.1 de dicho instrumento internacional. El artículo 46.1.a de la Convención Americana dispone que para determinar la admisibilidad de una petición o comunicación presentada ante la CIDH de conformidad con los artículos 44 ó 45 de dicho tratado, es necesario que se hayan interpuesto y agotado los recursos de la jurisdicción interna, según los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Asimismo, el artículo 47.b del mismo instrumento establece que la Comisión declarará inadmisible una petición cuando en ella no se expongan hechos que tiendan a caracterizar una violación a derechos garantizados en la Convención.
30. La Comisión observa que existe una controversia entre las partes relacionada con el debido agotamiento de los recursos internos. El Estado alegó que los recursos idóneos a presentar por las presuntas víctimas a efecto de agotar los recursos internos eran: i) la vía laboral, si se trataba del reclamo del pago de la alegada deuda que tendría el Estado, la cual debió ejercitarse dos años después de restaurada la democracia, es decir, en 1985 cinco años antes de la privatización de la ENTEL; y ii) el juicio ordinario, si deseaban obtener la declaración de nulidad institucional que pretendían, a través del cual debían pedir la nulidad de la ley o las leyes que afectaban los derechos de los reclamantes. Respecto a la vía contenciosa administrativa, el Estado alegó que la impericia procesal del peticionario evidenciada en autos determina que no se hayan agotado debidamente los recursos internos, toda vez que al no presentar debidamente el reclamo ante ENTEL consignando el monto que se reclamaba, su justificación legal, y en representación de quiénes se reclamaba, fracasó la instancia ante la administración por defectos de forma y fondo, que debieron ser conocidos por el representante y que pudieron ser subsanados debidamente.

31. Al respecto, el peticionario alegó que agotó los recursos internos disponibles al haber iniciado un juicio contencioso administrativo, aunque afirma que en realidad no existía un recurso efectivo para impugnar la privación del pago de los quinquenios por parte del Estado. En cuanto al proceso contencioso administrativo, el peticionario sostuvo que la Administración Pública “obró con violencia” al negarle la vía contenciosa administrativa, la cual se agotó mediante las cartas documento y la presentación de su escrito ante la justicia contenciosa administrativa en el plazo de caducidad establecido en la Ley No. 24.447, es decir, el 30 de junio de 1995.

32. Tanto la Comisión como la Corte Interamericana han señalado que sólo deben ser agotados los recursos adecuados para subsanar las violaciones presuntamente cometidas, es decir, aquellos recursos idóneos para proteger la situación jurídica infringida, de forma que los recursos que no tengan dicho efecto o sean manifiestamente absurdos o irrazonables no hay que agotarlos
.
33. Asimismo, la CIDH ha señalado que para que se pueda brindar al Estado la oportunidad de subsanar la alegada violación a derechos convencionales antes de que sea planteada ante una instancia internacional, los recursos judiciales incoados por las presuntas víctimas deben cumplir con los requisitos razonables de procedibilidad establecidos en la legislación interna
. Tanto la Corte Interamericana de Derechos Humanos como la Comisión han señalado que la efectividad de un recurso judicial implica que, potencialmente, cuando se cumplan los presupuestos formales de admisibilidad y procedencia establecidos en la legislación interna, el órgano judicial evalúe sus méritos
.
34. Respecto al empleo de la jurisdicción contenciosa administrativa, la Comisión observa que el señor Panayotis Blanas solicitó en 1995 a la ENTEL el pago de los quinquenios de 2,015 ex trabajadores de dicha empresa pública conforme al texto de las cartas documento. Sin embargo, nota que las cartas documento que presentó, no especificaban los nombres de los ex trabajadores ni cuáles eran las cantidades debidas ni los hechos que justificarían su reclamo
. También nota que la ENTEL respondió dichas cartas documento en el sentido de negar “adeudar suma alguna”, concluyendo que “no surge claro lo que se reclama, el derecho invocado en dicha pretensión, como así tampoco en representación de quienes se remite”. También la Comisión nota que el peticionario procedió a individualizar a las presuntas víctimas hasta el momento en que presentó su escrito del 30 de junio de 1995 ante la justicia contenciosa administrativa
, que advirtió que la acción intentada era “meramente declarativa en los términos del artículo 322 del C.P.C.C. [Código de Procedimientos Civil y Comercial de la Nación]
 para hacer cesar el estado de incertidumbre en que se encuentran los actores frente al Estado Nacional –EMPRESA NACIONAL DE TELECOMUNICACIONES- –en liquidación calle San Martín 320/22 –Capital Federal-“, y que el escrito fue presentado “con la fecha tope del 30/6/95”. Finalmente, observa que en la sentencia del 8 de agosto de 1995 el Tribunal Contencioso Administrativo se declaró incompetente y que remitió la causa a la justicia laboral al considerar que aquélla era la competente para resolver el asunto.
35. Asimismo, la Comisión observa que, en consideración de la legislación interna aportada por las partes, se desprende que conforme al artículo 30 de la Ley Nacional de Procedimientos Administrativos No. 19.549 vigente en 1995, “el Estado Nacional no podrá ser demandado judicialmente sin previo reclamo administrativo dirigido al ministerio o comando en jefe que corresponda, salvo cuando se trate de la impugnación judicial de actos administrativos de alcance particular o general” y que el reclamo debía “versar sobre los mismos hechos y derechos que se invocaran en la eventual demanda judicial y será resuelto por el Poder Ejecutivo, o por las autoridades citadas si mediare delegación de esa facultad”. También nota que el artículo 16 del Decreto 1759/72 reglamentario de la Ley de Procedimientos Administrativos, reformado por Decreto 1883/91 y referido por el Estado, “todo escrito por el cual se promueva la iniciación de una gestión ante la Administración Pública deberá contener los siguientes recaudos: a) nombres, apellido, indicación de identidad y domicilio real y constituido del interesado; b) relación de los hechos…; c) la petición concretada en términos claros y precisos”.
36. En consideración de los alegatos de las partes, el derecho argentino vigente en 1995 y lo resuelto por los tribunales internos, la Comisión concluye que el peticionario no cumplió con los requisitos de procedibilidad establecidos en la legislación interna para iniciar un procedimiento administrativo, debido a que las cartas documento no contenían los elementos esenciales para que la ENTEL pudiera emitir un acto administrativo y, por lo tanto, afectar la situación jurídica de las presuntas víctimas de forma que éstas pudieran agotar los recursos administrativos procedentes y acceder posteriormente a la vía judicial contenciosa administrativa. En este sentido, la Comisión considera que el representante de las presuntas víctimas no acreditó haber cumplido con los requisitos de procedibilidad establecidos en la legislación que regula el procedimiento administrativo. Adicionalmente, la Comisión nota que el representante de las presuntas víctimas presentó ante los tribunales administrativos un recurso de apelación de forma extemporánea en contra la sentencia del 8 de agosto de 1995, dado que el tribunal administrativo consideró que éste fue presentado fuera del plazo referido en el artículo 244 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación 
.
37. Respecto a la vía laboral y la vía ordinaria, el Estado concretamente alegó que el Dr. Blanas debió gestionar “el cobro de los montos reclamados, ya que la prescripción de la acción por créditos laborales vencía a los dos años
, pero sostuvo que la jurisprudencia de los tribunales fue unánime al contar el período de prescripción a partir del reestablecimiento de la democracia de modo que, a pesar del tiempo transcurrido pudo haber entablado la demanda al cesar el gobierno militar”. Asimismo, mencionó que las “presuntas víctimas tuvieron todos los recursos a su disposición en lo relacionado a la interposición de una demanda ordinaria contra el Estado que asumió el pasivo de ENTEL a la fecha de la privatización, el 7 de noviembre de 1990, haciéndose cargo de todas las obligaciones y deudas con relación al personal. La misma demanda podía reclamar al Estado su pretendida responsabilidad por la nulidad institucional en el dictado de la Ley 21.476”. Por su parte, el peticionario alegó que el rechazo in limine por parte del tribunal laboral mediante resolución de fecha 25 de septiembre de 1995, viola el artículo 8 de la Convención Americana, además de que ello demuestra que no existía un recurso procesal efectivo. Respecto a la vía ordinaria, el peticionario alegó que dicha acción de condena contra ENTEL no era viable en forma independiente del Estado Nacional, por cuánto éste último asumió el pasivo de ENTEL a la fecha de su privatización, 7 de noviembre de 1990.
38. La Comisión observa que una vez que el tribunal administrativo se declaró incompetente y que remitió las actuaciones a la justicia laboral, el tribunal laboral rechazó in limine el escrito del 30 de junio de 1995 mediante resolución de fecha 25 de septiembre de 1995, debido a que consideró que el representante de las presuntas víctimas planteó una acción declarativa para hacer cesar el estado de incertidumbre en que se encuentran frente a la demanda y nulificar institucionalmente todas las leyes, decretos y resoluciones dictadas entre el 24 de marzo de 1976 y el 9 de diciembre de 1983 que afectaron los derechos económicos de los actores. Al respecto, la CIDH observa que el tribunal concluyó que los actores tenían “a su disposición el juicio ordinario para formular su pretensión de condena contra ENTEL, incluida la declaración de nulidad institucional requerida”.
39. Conforme a los alegatos de las partes, el derecho argentino vigente al momento de los hechos y lo resuelto por los tribunales internos, la Comisión considera que las presuntas víctimas tuvieron la vía laboral para reclamar a la ENTEL el pago de los quinquenios que alegadamente les fueron privados durante la dictadura militar en la Argentina y que tenían un plazo de dos años contados a partir del reinicio de la democracia en Argentina en 1983 para presentar la demanda. Además, la CIDH aprecia que el peticionario no argumentó por qué no recurrió entre 1983 y 1985 de manera directa a la vía laboral para reclamar el pago de los quinquenios una vez restaurada la democracia
. Además, la Comisión nota que el peticionario no argumentó en términos concretos por qué no debía agotarse la vía ordinaria referida tanto por el tribunal laboral como por el Estado ante la CIDH, a efecto de que se declarara la inconstitucionalidad del artículo 2 inciso a) de la Ley No. 21.476, lo cual habría sido su pretensión desde la presentación del escrito del 30 de junio de 1995
. En este sentido, como el peticionario no agotó debidamente las vías previstas en el derecho interno, la Comisión considera que no se cumplió con el requisito de previo agotamiento de los recursos internos previsto en el artículo 46.1.a de la Convención Americana.
40. La Comisión se abstiene, por sustracción de materia, de examinar los demás requisitos de admisibilidad previstos en la Convención
.
V.
CONCLUSIONES
41. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión considera que la petición es inadmisible por incumplimiento del requisito establecido en los artículos 46.1.a de la Convención Americana, y en consecuencia,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

DECIDE:

1. Declarar inadmisible la presente petición por incumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46.1.a de la Convención Americana.
2. Notificar la presente decisión a las partes;
3. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 13 días del mes de noviembre de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Respecto a la identificación de la presuntas victimas de la petición, de conformidad al escrito de fecha 6 de noviembre de 2002, presentado por el peticionario para ratificar su reclamo ante la CIDH, éste adjuntó una serie de documentos identificados como “Anexo B” en los que según el peticionario constan más de 8,000 nombres y firmas, y los cuales incorporan el siguiente texto: “Tenemos el agrado de dirigirnos a ustedes, ratificando la denuncia referente a Juana Teresa Sícolo y otros por violación de la Convención Americana de Derechos Humanos, solicitando respetuosamente se de traslado al Estado Argentino y se contemple la posibilidad de ponerse a disposición para una solución amistosa del caso”. Cada documento cuenta con los nombres de las presuntas victimas y otros datos de identificación. No obstante, el 21 de agosto de 2009 el peticionario presentó a la CIDH un escrito con un listado que identificaba a 312 presuntas víctimas. En su escrito señaló que se refería a las personas que representa en el trámite ante la Comisión. La Comisión deja constancia que el listado hace referencia al nombre de la persona pensionada o, en su caso, del heredero si ésta hubiera fallecido. Asimismo, informó que la presunta víctima identificada como Juana Teresa Sícolo había fallecido sin dejar herederos, por lo que ya no figuraba en el listado anexado.


� El peticionario alegó que conforme al artículo 66 de la Convención Colectiva de Trabajo No. 165/75 “E” “el trabajador, recibirá dentro de los treinta días de su egreso, una suma equivalente a un mes de su última remuneración total por cada 5 (cinco) años de servicio o fracción mayor de 3 (tres) en los casos que a continuación se detallan, la que en ningún caso podrá ser inferior al sueldo del cuadro 9 con 30 años de servicio: a) Cuando se acoja a los beneficios de jubilación ordinaria, voluntaria o invalidez…f) En caso de muerte del trabajador el beneficio será otorgado a quienes resulten acreedores de la indemnización por fallecimiento, establecida en el presente convenio”.


� Conforme a la petición dicha norma “deroga montos indemnizatorios por cese por jubilación o por cualquier otra causa contenidas en normas legales, reglamentarias, estatutarias o convencionales superiores a las contenidas en las leyes 20.744 y 21.297”.


� “Artículo 9.- La Administración se abstendrá: a) De comportamientos materiales que importen vías de hecho administrativas lesivas de un derecho o garantía constitucionales;…”.


� La sentencia del 18 de junio de 1996 establece que “más allá de la improcedencia adjetiva de un libelo presentado por ante un juzgado de distinta jurisdicción en razón de la materia con dos destinatarios distintos, -es decir, anverso fs. 60 para el Juzgado Contencioso Administrativo Federal y reverso de dicho libelo para el Juzgado Nacional del Trabajo Nro. 5- la petición de fs. 60vta, por su contenido se encuentra vinculada a una temática que, por su finalidad, claramente excede la aptitud jurisdiccional propia de la Justicia Nacional del Trabajo en función del ámbito en que habría acaecido la supuesta conculcación del derecho que se alega como cercenado, de acuerdo con la doctrina que emana de los arts. 60 y concords. De la L.O.” (subrayado en el original).


� Corte I.D.H. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párrs. 63 y 64. CIDH, Informe No. 4/12, Petición 4115-02, Admisibilidad, Ricardo Javier Kaplun y familia, Argentina, 19 de marzo de 2012, párr. 28, CIDH, Informe No. 14/12, Petición 670-06, Admisibilidad, Carlos Andrés Rodríguez Cárdenas y familia, Ecuador, 20 de marzo de 2012, párr. 32.


� CIDH, Informe No. 120/11, Petición 55-05, Inadmisibilidad, Teófilo Sánchez Minaya, Perú, 22 de julio de 2011, párr. 27 e Informe No. 18/11, Petición 871-03, Inadmisibilidad, Víctor Eladio Lara Bolívar, Perú, 23 de marzo de 2011, párr. 27.


� Corte I.D.H., Caso Castañeda Gutman Vs. México. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de agosto de 2008. Serie C No. 184, párr. 94. CIDH, Informe No. 120/11, Petición 55-05, Inadmisibilidad, Teófilo Sánchez Minaya, Perú, 22 de julio de 2011, párr. 27.


� El peticionario presentó cuatro cartas documento, la primera el 30 de enero de 1995. Conforme al escrito sumario presentado el 30 de junio de 1995 ante el Juzgado Nacional Contencioso Administrativo Federal No 10, Secretaría No. 19, el contenido de dicha carta era: “Tengo el agrado de dirigirme a ustedes interponiendo reclamo contencioso administrativo en los términos del art. 3 y concordantes de la Ley de Procedimientos Administrativos No. 19.549, a los efectos de que se arbitren los medios de pagos de 2,015 patrocinados ex agentes de la empresa a quienes no se le abonaron los denominados quinquenios, contenidos en el artículo 66 del Convenio Colectivo del Trabajo No. 165/75 y/o equivalentes en virtud de lo dispuesto en el artículo 75, inciso 22 de la Constitución Nacional, la presente se interpone antes del cumplimiento del plazo de seis meses, haciendo reserva de recurrir ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos”. La respuesta de la ENTEL a dicha carta fue la siguiente: “Rechazo su carta documento de fecha 30 de enero de 1995 recibida el 1/2/95 por falaz, improcedente e ininteligible. Negamos adeudar suma alguna. Del texto de la misma, no surge claro lo que se reclama, el derecho invocado en dicha pretensión, como así tampoco en representación de quienes se remite. Si bien el derecho administrativo es básicamente informal en sus presentaciones, esta excusación se refiere únicamente a los requisitos formales, excediendo la misiva el marco de dicha característica, por lo que reiteramos el rechazo arriba expuesto”.


� La CIDH observa que en el escrito del 30 de junio de 1995 aparecen como actores las siguientes personas: Juana Teresa Sícolo, Hilda Etelvina Terrén de Fernández, María Rosa Camuso, Elida Agüero, Olga Haydee Álvarez, Pedro Amillar Correa, Catalina Esther Buldain, Eva Antonia Vega, Miguel Ángel Di Rossi, Nelci Ethel Gaspari, Nelly Rosas de Medina, Lucía Jorgelina Larsen, Ricardo Luis Ferrara, Víctor Manuel Roldán, Carlos Alberto Del Rosso, Arturo Jesús Gutiérrez, José Rodrigo Labra, Haydee Tamborín de Guiz y “el listado de actores en el anexo A por los cuales se invoca poder”. Corresponde indicar que no surge con claridad en el expediente de la CIDH al listado de victimas al que se refiere en el mencionado escrito de 30 de junio de 1995 como anexo A.


� El artículo 322 señalaba que “podrá deducirse la acción que tiende a obtener una sentencia meramente declarativa, para hacer cesar un estado de incertidumbre sobre la existencia, alcance o modalidades de una relación jurídica, siempre que esa falta de certeza pudiera producir un perjuicio o lesión actual al actor y éste no dispusiere de otro medio legal para ponerle término inmediatamente…”.


� La sentencia del 10 de abril de 1996 establece que la sentencia del 8 de agosto de 1995 le fue notificada el 15 de agosto de 1995 y que conforme al artículo 244 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación era extemporáneo. En este sentido, la Comisión observa que pasaron 15 días desde la fecha de notificación de la sentencia del 10 de abril de 1996 hasta la fecha de presentación del recurso de apelación el 30 de agosto de 1995 y que el artículo 244 establece que “no habiendo disposiciones en contrario, el plazo para apelar será CINCO (5) días”.


� Conforme al artículo 256 de la Ley No. 20.744 del Contrato de Trabajo vigente desde 1976, “prescriben a los dos (2) años las acciones relativas a créditos provenientes de las relaciones individuales de trabajo y, en general, de disposiciones de convenios colectivos, laudos con eficacia de convenios colectivos y disposiciones legales o reglamentarias del Derecho del Trabajo. Esta norma tiene carácter de orden público y el plazo no puede ser modificado por convenciones individuales o colectivas”.


� La Comisión nota que, conforme a algunas sentencias judiciales, trabajadores de la ENTEL exigieron el pago de prestaciones a través de la vía laboral antes de la privatización de dicha empresa pública en 1990, las cuales no habrían sido declaradas procesalmente improcedentes. Véase Sentencia No. 56677 de Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo - Sala I, 30 de Diciembre de 1988 caso Ciciliato, Dora Julia y otros c/ENTEL s/cobro de pesos. Su resumen indica que “el plazo de prescripción de los créditos por quinquenios adeudados comienza a correr desde los 30 días de producido el egreso del trabajador”.


� La Comisión considera pertinente citar un precedente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación que, una vez restaurada la democracia, declaró en 1985 que el artículo 2 inciso a) de la Ley 21.476 del 31 de diciembre de 1979 era inconstitucional en un caso de despido arbitrario de un trabajador. La CIDH nota que en dicho caso la mayoría de los ministros de la Corte Suprema de Justicia de la Nación fundamentó el fallo en la consideración de que “el efecto producido por dicha norma, excede…el ejercicio válido de los poderes de emergencia del Estado”. Dicho precedente demostraría prima facie que entre 1983 y 1985 era posible alegar la inconstitucionalidad del artículo 2 inciso a) de la Ley 21.476 ante los tribunales laborales siempre que se reclamara una prestación contra la empresa estatal de que se tratare como la indemnización por despido referida en dicho caso. Véase Corte Suprema de Justicia de la Nación, “Nordensthol, Gustavo Jorge c/Subterráneos de Buenos Aires Sociedad del Estado s/Despido”, 2 de abril de 1985.


� CIDH, Informe No. 14/10, Petición 3576-02, Inadmisibilidad, Trabajadores Despedidos de Lanificio del Perú S.A., Perú, 16 de marzo de 2010, párr. 35; Informe No. 135/09, Petición 291-05, Inadmisibilidad, Jaime Salinas Sedó, Perú, 12 de noviembre de 2009, párr. 37 e Informe No. 42/09, Petición 443-03, Inadmisibilidad, David José Ríos Martínez, Perú, 27 de marzo de 2009, párr. 38.
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